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Artículo 22.º El Consorcio dispondrá anualmente de un
presupuesto propio elaborado en base a la normativa legal
aplicable.

El Estado de Ingresos de dicho Presupuesto se nutrirá
con los siguientes recursos:

a) Productos de la actividad de los diferentes servicios
del Consorcio.

b) Donativos y auxilios.
c) Rentas del Patrimonio.
d) Subvenciones.
e) En el caso en que se produzcan, por las aportaciones

de las Instituciones y organizaciones miembros, en las cuantías
señaladas anteriormente y en su caso de los órganos y Enti-
dades que lo compongan en la cuantía señalada por la Junta
General.

El Estado de Gastos de dicho Presupuesto comprenderá
las cantidades precisas para la ejecución del Plan de Actuación
anual correspondiente. No pudiendo expresamente la gestión
incurrir en gastos que superen dicha cantidad, de acuerdo
con los artículos 4, 11, 18.b) y 21.

Artículo 23.º A las Instituciones miembros les corresponde
la inspección superior de la gestión desarrollada por el
Consorcio.

Artículo 24.º El Presidente de la Junta General presentará
anualmente, en el primer trimestre del año a la Junta General
«Memoria de la Gestión Económica y del Balance de Actividad»
informado por la Intervención correspondiente al ejercicio del
año anterior, así como Balance del Desarrollo de cada uno
de los Programas de Actividades.

La Junta General, una vez aprobada la «Memoria de la
Gestión Económica y del Balance de Actividad», dará cono-
cimiento de ésta a las Instituciones miembros.

CAPITULO SEXTO

DISOLUCION-SEPARACION

Artículo 25.º El Consorcio podrá ser disuelto por mutuo
acuerdo de las Entidades Consorciadas, previa liquidación de
sus obligaciones, y por acuerdo de los dos tercios de sus miem-
bros, según lo previsto en el artículo 8.6 de estos Estatutos,
o por imposibilidad legal o material de cumplir sus objetivos.

El acuerdo de disolución se adoptará por la Junta General
y requerirá la conformidad de los órganos competentes de
las Entidades Consorciadas.

Artículo 26.º El acuerdo de disolución del Consorcio deter-
minará la correspondiente liquidación del patrimonio y la rever-
sión de las aportaciones realizadas por las Entidades Con-
sorciadas, de acuerdo con las directrices siguientes:

1. La Junta General designará una Comisión liquidadora,
constituida por peritos de reconocida solvencia profesional,
no vinculados al Consorcio en los cinco años anteriores a
su designación, quienes elevarán al máximo órgano de gobier-
no del Consorcio una propuesta de procedimiento para la for-
malización de la disolución.

2. La constitución de la Comisión liquidadora no debe
implicar alteración en el funcionamiento de los órganos del
Consorcio.

3. En todo caso, el haber resultante de la liquidación
se repartirá entre los miembros del mismo en proporción a
sus aportaciones.

Artículo 27.º 1. La separación de alguno de los miembros
del Consorcio podrá realizarse con el preaviso de seis meses,
siempre que no resultaren perjudicados los objetivos del Con-
sorcio, en cuyo supuesto deberán establecerse los compro-
misos y fechas de separación de la Entidad Consorciada.

2. La entidad que se separe debe de estar al corriente
de sus compromisos anteriores y garantizar la liquidación de
las obligaciones que haya contraído hasta el momento de la
separación.

3. En el caso de que la separación sea acordada, las
liquidaciones parciales que corresponde efectuar, a instancias
de la entidad que se separa, se efectuarán siguiendo las mis-
mas normas que las establecidas en el artículo 28 de estos
Estatutos.

DISPOSICION TRANSITORIA

Primera. El primer ejercicio económico comenzará a con-
tarse a partir de la constitución del Consorcio y finalizará el
31 de diciembre del mismo año.

DISPOSICION FINAL

Primera. En todo lo no previsto en estos Estatutos, será
de aplicación lo que la Ley reguladora de las Bases de Régimen
Local, su Texto Refundido y sus Reglamentos y demás dis-
posiciones legales vigentes establezcan.

RESOLUCION de 16 de noviembre de 2000, de
la Dirección General de Administración Local, por la
que se acuerda la publicación de los Estatutos modi-
ficados del Consorcio Provincial Desarrollo Económico,
de la provincia de Córdoba.

El Capítulo II del Título III de la Ley 7/1993, de 27 de
julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía,
recoge la facultad que ostentan las Entidades Locales para
constituir Consorcios con otra Administración Pública o enti-
dades privadas sin ánimo de lucro que persigan fines de interés
público concurrentes con los de las Administraciones Públicas.

El Consorcio Provincial de Desarrollo Económico, de la
provincia de Córdoba, ha tramitado expediente para la modi-
ficación de sus Estatutos, que ha sido objeto de aprobación
por la Asamblea General del Consorcio, en sesión celebrada
el día 19 de julio de 2000.

Por todo ello, esta Dirección General

R E S U E L V E

Primero. Dar publicidad a la modificación de los Estatutos
del Consorcio Provincial de Desarrollo Económico, de la pro-
vincia de Córdoba.

Segundo. La presente Resolución, que no agota la vía
administrativa, podrá ser recurrida mediante la interposición
del correspondiente recurso de alzada ante el Excmo. Sr. Con-
sejero de Gobernación en el plazo de un mes, contado en
los términos del art. 48 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común. Dicho recurso
podrá presentarse ante el órgano que dictó el acto que se
impugna o ante el competente para resolverlo, de conformidad
con lo previsto en los artículos 114 y siguientes de la Ley
anteriormente citada, y sin perjuicio de plantear cuantos otros
se consideren oportunos.

Sevilla, 16 de noviembre de 2000.- El Director General,
Alfonso Yerga Cobos.

A N E X O

CONSORCIO PROVINCIAL DE DESARROLLO ECONOMICO

CAPITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

1. Constitución.
La Diputación Provincial de Córdoba, la Confederación

de Empresarios de Córdoba (CECO), la Unión General de Tra-
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bajadores de Córdoba (UGT) y Comisiones Obreras de Córdoba
(CC.OO.) acuerdan constituir El Consorcio Provincial de
Desarrollo Económico como entidad con personalidad jurídica
propia y distinta de las entidades consorciadas para la rea-
lización de los fines especificados en los presentes Estatutos.

Podrán, asimismo, incorporarse al Consorcio otras Admi-
nistraciones Públicas, así como entidades privadas sin ánimo
de lucro que persigan fines de interés público concurrentes
con los de las Administraciones Públicas, de acuerdo con el
procedimiento establecido en los presentes Estatutos.

2. Legislación aplicable.
La constitución, funcionamiento, régimen jurídico y extin-

ción del Consorcio Provincial de Promoción y Desarrollo Eco-
nómico se ajustará a lo previsto en estos Estatutos y en los
Reglamentos de Organización, Régimen Interior o Servicio que
puedan aprobarse para su aplicación y desarrollo y, en su
defecto a lo establecido en la legislación de Régimen Local
vigente y de forma especial los artículos 57 y 87 de la Ley
7/85 de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local;
artículo 110 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18
de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido sobre Dis-
posiciones Legales Vigentes en materia de Régimen Local y
en los artículos 37 a 40 del Reglamento de Servicios de las
Corporaciones Locales en lo que no se opongan a la anterior;
48.2 de la Ley 39/88, de Haciendas Locales; 116 de la Ley
11/87 de Diputaciones y 33 y siguientes de la Ley 7/93,
de 27 de julio, reguladora de la Demarcación Municipal de
Andalucía, así como cualquier otra normativa que se dicte
sobre la materia.

3. Domicilio.
El Consorcio Provincial de Desarrollo Económico tendrá

su domicilio en Córdoba, en el Palacio de la Merced, sede
de la Diputación Provincial de Córdoba. No obstante, el Consejo
Rector podrá acordar el cambio de domicilio y la instalación
de oficinas delegadas en cualquiera de los municipios de la
provincia.

4. Capacidad.
El Consorcio goza de personalidad jurídica propia y, en

consecuencia, poseerá patrimonio propio afecto al cumpli-
miento de sus fines específicos, y capacidad para adquirir,
poseer y enajenar toda clase de bienes y derechos, ejercitar
acciones y recursos ordinarios y extraordinarios ante autori-
dades, juzgados y tribunales, aceptar legados y donaciones,
tomar dinero a préstamo y, en general, realizar cuantos actos
y contratos sean necesarios para su funcionamiento, todo ello
dentro de los límites y con sujeción a los presentes Estatutos
y al Ordenamiento jurídico vigente.

5. Duración.
El Consorcio se constituye por tiempo indefinido, y su

extinción tendrá lugar en los supuestos previstos en los pre-
sentes Estatutos y con pleno sometimiento a lo dispuesto en
la legislación aplicable.

CAPITULO II

FINES DEL CONSORCIO

6. Fines.
Constituye el objeto del presente Consorcio el fomento,

la promoción y el desarrollo socioeconómico de los intereses
de la provincia de Córdoba para garantizar y conseguir los
fines que le son propios de solidaridad y equilibrio intermu-
nicipales, en el marco de la política económica y social, y
sin perjuicio de las posibles competencias de otras Adminis-
traciones Públicas en esta materia.

En este contexto, se consideran fines específicos, entre
otros, los siguientes:

- La planificación, gestión, seguimiento y difusión de estu-
dios, programas y proyectos que incidan en el desarrollo socioe-
conómico de la provincia de Córdoba.

- Información y asesoramiento sobre la gestión empre-
sarial, así como elaboración, realización y participación en
todo tipo de acciones, programas e iniciativas que generen
empleo.

- El apoyo y la organización de ferias, cursos, jornadas,
conferencias, etc. en orden a la promoción y desarrollo de
las peculiaridades de la provincia, respecto de sus distintos
sectores económicos.

- El estímulo, la coordinación y apoyo técnico a las actua-
ciones municipales y comarcales en materia de promoción,
fomento y desarrollo socioeconómico que se desarrollen en
la provincia de Córdoba.

- La puesta en funcionamiento de acciones y programas
conducentes a la mejora del nivel y calidad de la formación
ocupacional y del empleo.

- La investigación, observación, análisis y estudio del mer-
cado de trabajo y de la actividad económica en general de
la Provincia de Córdoba y de sus Municipios y Manco-
munidades.

- La gestión de programas y proyectos socioeconómicos
con o ante otras Administraciones Públicas, siempre que la
normativa de aplicación de aquéllos lo permita.

- Cualquier otra acción de naturaleza análoga que pueda
repercutir de manera positiva en el desarrollo socioeconómico
de la provincia de Córdoba.

Para el mejor cumplimiento de los objetivos previstos se
mantendrá una especial cooperación y colaboración con las
demás entidades implicadas en el desarrollo de la provincia
de Córdoba.

Dentro del Consorcio, para una gestión más adecuada
y específica de sus fines, se podrán crear órganos, mesas,
etc. con carácter consultivo y asesor sin personalidad jurídica
propia.

CAPITULO III

ORGANOS

7. Organos del Consorcio.
La estructura organizativa del Consorcio la constituyen

los siguientes Organos:

- Asamblea General.
- Consejo Rector.
- Presidente.
- Vicepresidente.
- Director-Gerente.

8. La Asamblea General.
La Asamblea General estará formada por los siguientes

miembros:

- Un Presidente, que será el Presidente de la Diputación
Provincial de Córdoba o persona en quien delegue.

- Siete miembros pertenecientes a la Diputación de Cór-
doba designados por el Pleno de la Corporación.

- Tres miembros pertenecientes a CECO.
- Dos miembros pertenecientes al sindicato UGT.
- Un miembro perteneciente al sindicato CC.OO.
- Un representante de cada una de las entidades públicas

o privadas que se adhieran al Consorcio.

El Director Gerente, el Secretario y el Interventor asistirán
a las sesiones de la Asamblea General, con voz pero sin voto.

9. Competencias de la Asamblea General.
Son competencias de la Asamblea General:

- La organización del Consorcio.
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- Aprobación del Presupuesto y de las modificaciones de
éste que sean de su competencia, aprobación de las Cuentas
Anuales previstas en la Ley de Haciendas Locales y en la
Instrucción de Contabilidad de las Corporaciones Locales.

- Aprobar las propuestas de modificación de los presentes
Estatutos.

- Aprobar la propuesta de disolución del Consorcio for-
mulada por el Consejo Rector.

- Aprobar el Plan de Actuaciones.
- Aprobar la Memoria Anual.
- Acordar la aprobación del Inventario ya formado, su

rectificación y comprobación.
- Determinar, en su caso, las aportaciones que han de

efectuar las entidades consorciadas, fijando los criterios nece-
sarios para ello.

- Aprobar la plantilla de personal, la relación de puestos
de trabajo del Consorcio, la fijación de la cuantía de las retri-
buciones complementarias fijas y periódicas de los funcio-
narios, el número y régimen del personal eventual y los Con-
venios Laborales.

- Aprobar y modificar Reglamentos y Ordenanzas.
- La aprobación de Acuerdos y/o Convenios de Cola-

boración.
- Acordar la constitución de las Comisiones Informativas,

incluida la Comisión Especial de Cuentas, Comisiones Técnicas
y/o de Evaluación que se constituyan en su caso y de las
Comisiones Deliberantes de los Convenios Colectivos y la desig-
nación de sus miembros a propuesta de la Presidencia.

- El ejercicio de acciones judiciales y administrativas y
la defensa del Consorcio en materias de competencia de la
Asamblea.

- La declaración de lesividad de los actos del Consorcio.
- La concertación de las operaciones de crédito cuya cuan-

tía acumulada en el ejercicio económico exceda del 10 por
ciento de los recursos ordinarios, salvo la de tesorería, que
le corresponderán cuando el importe acumulado de las ope-
raciones vivas en cada momento supere el 15 por ciento de
los ingresos corrientes liquidados en el ejercicio anterior, todo
ello de conformidad con los dispuesto en la Ley reguladora
de las Haciendas Locales.

- Las contrataciones y concesiones de todo tipo, cuando
su importe supere el 10 por ciento de los recursos ordinarios
del presupuesto y, en todo caso, los 1.000.000.000 de pese-
tas, así como los contratos y concesiones plurianuales cuando
su duración sea superior a cuatro años en todo caso, y los
plurianuales de duración inferior cuando su importe acumulado
supere el porcentaje indicado referido a los recursos ordinarios
del Presupuesto del primer ejercicio y, en todo caso, cuando
sea superior a la cuantía señalada.

- La aprobación de los proyectos de obra y de servicios
cuando sea competente para su contratación o concesión y
cuando aún no estén previstos en los Presupuestos.

- La adquisición de bienes y derechos cuando su valor
supere el 10 por ciento de los recursos ordinarios del Pre-
supuesto y, en todo caso, cuando sea superior a 500.000.000
de pesetas, así como las enajenaciones patrimoniales en los
siguientes supuestos:

Cuando se trate de bienes inmuebles o de bienes muebles
que estén declarados de valor histórico o artístico y no estén
previstas en el Presupuesto.

Cuando estando previstas en el Presupuesto, superen en
porcentaje y la cuantía que se indican para las adquisiciones
de bienes.

- Delegar cuantas atribuciones se consideren convenientes
para el mejor funcionamiento del Consorcio, salvo las con-
sideradas por la Ley como indelegables.

- Aquellas atribuciones que deban corresponder a la Asam-
blea por exigir su aprobación una mayoría especial o que expre-
samente le atribuyan las leyes.

10. El Consejo Rector.
El Consejo Rector del Consorcio estará integrado por los

siguiente miembros:

- Un Presidente, que será el Presidente de la Diputación
Provincial de Córdoba o persona en quien delegue.

- Siete miembros pertenecientes a la Diputación de Cór-
doba designados por el Pleno de la Corporación.

- Dos miembros pertenecientes a CECO.
- Un miembro perteneciente al sindicato UGT.
- Un miembro perteneciente al sindicato CC.OO.
- Un representante entre los Municipios hasta 5.000 habi-

tantes, uno entre los municipios de 5.000 a 10.000 habi-
tantes, uno entre los municipios de 10.000 a 20.000 habi-
tantes, uno entre los municipios de más de 20.000 habitantes
y uno entre las Mancomunidades de Municipios.

- Un representante entre el resto de Administraciones
Públicas que se incorporen al Consorcio.

- Un representante entre los Grupos de Acción Local de
la provincia de Córdoba que se incorporen al Consorcio.

El Director Gerente, el Secretario y el Interventor asistirán
a las sesiones con voz pero sin voto.

11. Competencias del Consejo Rector.
Son funciones del Consejo Rector del Consorcio:

- Aprobar la incorporación y separación de miembros del
Consorcio dando cuenta a la Asamblea General.

- Proponer a la Asamblea la disolución del Consorcio.
- Desarrollo del Plan de actuaciones aprobado por la Asam-

blea General.
- Aprobar la estructura organizativa de los diferentes

servicios del Consorcio.
- Fijar precios públicos y tasas correspondientes a los

servicios a cargo del Consorcio de acuerdo con lo previsto
en la Ley 39/88.

- Organizar los servicios técnicos administrativos.
- Delegar cuantas atribuciones se consideren convenientes

para el logro de una mayor eficacia de la gestión del Consorcio.
- Ejercer aquellas competencias que le sean delegadas

expresamente por otros Organos del Consorcio.

12. El Presidente.
Corresponderá la Presidencia del Consorcio al Presidente

de la Diputación Provincial de Córdoba o persona en quien
delegue.

13. Competencias del Presidente.
El Presidente tendrá las siguientes funciones:

- Dirigir el gobierno y la administración del Consorcio.
- Representar al Consorcio y ejercitar las acciones judi-

ciales y administrativas que procedan ante toda clase de enti-
dades y personas públicas o privadas y conferir mandatos
y poderes para ejercitar dicha representación.

- Fijar el Orden del Día, convocar y presidir, suspender
y levantar las sesiones de los Organos colegiados del Consorcio.
Asimismo, dirigirá las deliberaciones de éstos y decidirá los
empates con su voto de calidad.

- Vigilar el cumplimiento de los Acuerdos de la Asamblea
General y del Consejo Rector.

- Reconocimiento de obligaciones del ejercicio corriente
y ordenación de pagos, disponer de éstos y autorizar los docu-
mentos que impliquen formalización de éstos en Tesorería.

- Nombrar al Director-Gerente a propuesta del Consejo
Rector.

- Visar las certificaciones.
- Elaborar el proyecto del Plan de Actuaciones.
- Elevar al Consejo Rector las propuestas sobre los asuntos

cuyas resoluciones finales correspondan a éste.
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- Elaborar y proponer a la Asamblea General para su apro-
bación el proyecto de Presupuesto y las modificaciones que
de éste sean de su competencia, las operaciones de crédito
y las cuentas previstas en la Ley de Haciendas Locales y en
la Instrucción de Contabilidad de las Corporaciones Locales.

- Aprobar la Liquidación del Presupuesto, previo informe
de la Intervención, dando cuenta a la Asamblea General.

- Rendir las Cuentas Anuales elaboradas por el Interventor
a la Comisión Especial de Cuentas y proponer a la Asamblea
General su aprobación definitiva de la Cuenta General acom-
pañada del dictamen de la citada Comisión.

- Rendir al Tribunal de Cuentas la Cuenta General defi-
nitivamente aprobada.

- El desarrollo de la gestión económica de acuerdo con
el Presupuesto aprobado, disponer gastos dentro de los límites
de su competencia, concertar operaciones de crédito con exclu-
sión de las contempladas en el artículo 158.5 de la Ley 39/88,
de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales,
siempre que aquéllas estén previstas en el Presupuesto, y
su importe acumulado dentro de cada ejercicio económico
no supere el 10 por ciento de sus recursos ordinarios, salvo
las de tesorería que le corresponderán cuando el importe acu-
mulado de las operaciones vivas en cada momento no supere
el 15 por ciento de los ingresos corrientes liquidados en el
ejercicio anterior; ordenar pagos y rendir cuentas, todo ello
de conformidad con lo dispuesto en la Ley reguladora de las
Haciendas Locales.

- Aprobar la oferta de empleo público de acuerdo con
el Presupuesto y la plantilla aprobados por la Asamblea, apro-
bar las bases de las pruebas para la selección de personal
y para los concursos de provisión de puestos de trabajo y
distribuir las retribuciones complementarias que no sean fijas
y periódicas.

- Desempeñar la jefatura superior de todo el personal
y acordar su nombramiento y sanciones, incluida la separación
del servicio de los funcionarios del Consorcio y el despido
del personal laboral, dando cuenta a la Asamblea en la primera
sesión que se celebre.

- El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas
y la defensa del Consorcio en las materias de su competencia,
incluso cuando las hubiera delegado en otro órgano y, en
caso de urgencia, en materias de la competencia de la Asam-
blea, en este último supuesto dando cuenta al mismo en la
primera sesión que se celebre para su ratificación.

- La iniciativa para proponer a la Asamblea la declaración
de lesividad en materia de la competencia del Presidente.

- Las contrataciones y concesiones de toda clase cuando
su importe no supere el 10 por ciento de los recursos ordinarios
del presupuesto ni, en cualquier caso, los 1.000.000.000
de pesetas; incluidas las de carácter plurianual cuando su
duración no sea superior a cuatro años, siempre que el importe
acumulado de todas sus anualidades no supere ni el porcentaje
indicado, referido a los recursos ordinarios del Presupuesto
del primer ejercicio ni la cuantía señalada.

- La aprobación de los proyectos de obra y de servicios
cuando sea competente para su contratación o concesión y
estén previstos en los Presupuestos.

- La adquisición de bienes y derechos cuando su valor
no supere el 10 por ciento de los recursos ordinarios del Pre-
supuesto ni los 500.000.000 de pesetas, así como la ena-
jenación de patrimonio que no supere el porcentaje y la cuantía
indicados en los siguientes supuestos:

La de bienes inmuebles siempre que estén previstas en
el Presupuesto.

La de bienes muebles, salvo los declarados de valor his-
tórico o artístico cuya enajenación no se encuentre prevista
en el Presupuesto.

- Delegar cuantas atribuciones estime convenientes para
el logro de un mayor eficacia en la gestión del Consorcio.

- Cualesquiera otras que no estén expresamente adju-
dicadas a otros Organos en los presentes Estatutos.

14. El Vicepresidente.
El Vicepresidente será nombrado por el Presidente de entre

los miembros del Consejo de Administración quien podrá asu-
mir las atribuciones del Presidente enumeradas en los pre-
sentes Estatutos que éste le delegue expresamente. La dele-
gación de atribuciones se pondrá en conocimiento del Consejo
Rector.

El Vicepresidente sustituirá al Presidente en la totalidad
de sus funciones en los supuestos de vacante, ausencia o
enfermedad o situación que imposibilite a éste para el ejercicio
de sus funciones.

CAPITULO IV

FUNCIONAMIENTO Y REGIMEN JURIDICO

15. De la Asamblea General.
- La Asamblea General celebrará reunión ordinaria una

vez al año, dentro del primer trimestre, previa convocatoria
del Presidente del Consorcio.

Se reunirá en sesión extraordinaria cuando lo considere
necesario el Presidente por iniciativa propia o lo solicite, al
menos, un tercio de los miembros de derecho de la Asamblea
General.

- La Asamblea General quedará válidamente constituida
tanto en primera como en segunda convocatoria, media hora
más tarde, cuando concurra la tercera parte de sus miembros
y, en todo caso, un número no inferior a cinco. Todo ello
con independencia de aquellos supuestos en que se exija un
quórum especial para la adopción de acuerdos en los presentes
Estatutos.

16. Del Consejo Rector del Consorcio.
1. El Consejo del Consorcio celebrará trimestralmente reu-

nión ordinaria previa convocatoria del Presidente.
2. Se reunirá en sesión extraordinaria cuando lo estime

necesario el Presidente del Consorcio por iniciativa propia o
cuando lo solicite, al menos, un tercio de los miembros de
derecho.

3. Para la válida constitución del Consejo Rector en pri-
mera convocatoria, se requerirá la asistencia de la mitad más
uno de los miembros de derecho, incluido el Presidente o
persona en quien delegue.

En segunda convocatoria, que se celebrará media hora
más tarde, será suficiente con la asistencia de una tercera
parte del número de consejeros y, en todo caso, un número
no inferior a tres. Todo ello con independencia de aquellos
supuestos en los que se exija un quórum especial en los pre-
sentes Estatutos.

17. Convocatorias.
Las convocatorias para las reuniones ordinarias y extraor-

dinarias de los Organos Colegiados del Consorcio se cursarán
de orden del Presidente, con antelación mínima de dos días
hábiles, e irán acompañadas del orden del día, donde se rela-
cionarán los asuntos a tratar en cada reunión.

Se llevará un libro de Actas de las sesiones, donde se
consignará, en cada acta, el lugar, día y hora en que comience
la sesión, los nombres y apellidos de los asistentes, los asuntos
sometidos a deliberación, las opiniones emitidas, cuando así
lo requiera el interesado, y los acuerdos adoptados.

Las Actas serán autorizadas con la firma del Secretario
y el Visto Bueno del Presidente.

18. Régimen jurídico.
Corresponderá a la Diputación de Córdoba el 49% de

los votos y el 51% restante se distribuirá entre el resto de
entidades consorciadas en la proporción de 25% Agentes
Sociales y 26% Ayuntamientos y Mancomunidades en función
de la aportación económica de cada una de ellas en lo que
respecta a la Asamblea General, adoptándose en el funcio-



BOJA núm. 146Página núm. 18.680 Sevilla, 19 de diciembre 2000

namiento del Consejo Rector el voto personalizado y la mayoría
simple como procedimiento para la adopción de acuerdos.

Se requiere la mayoría absoluta de la totalidad de los
votos para adoptar los siguientes acuerdos:

1. Propuesta de modificación de Estatutos.
2. Propuesta de disolución del Consorcio.
3. Admisión de nuevos miembros.
4. Separación de alguna de las entidades consorciadas.
5. Aquellas otras en que se exija mayoría especial en

estos Estatutos o por la normativa local de aplicación secun-
daria.

Contra los actos y acuerdos de los Organos resolutivos
del Consorcio podrán interponerse los recursos, ya en vía admi-
nistrativa o contencioso-administrativa, que procedan contra
los actos de las Corporaciones Locales.

19. Régimen subsidiario.
En todo lo no expresamente previsto en los presentes

Estatutos o en los Reglamentos u Ordenanzas que se aprueben,
en su caso, se aplicarán subsidiariamente las normas sobre
funcionamiento o régimen jurídico de las Entidades Locales
contenidos en la legislación vigente.

CAPITULO V

DEL PERSONAL

20. Del Director-Gerente.
El Director-Gerente es el máximo responsable de la gestión

administrativa del Consorcio, dependiendo del Presidente en
el ámbito de sus respectivas competencias. Corresponde al
Director-Gerente con carácter general la dirección y gestión
técnica del Consorcio y en concreto el desempeño de las
siguientes funciones:

- Proponer al Presidente los objetivos generales para cada
ejercicio, respondiendo de aquello a través de una Memoria
Anual que someterá a aprobación de la Asamblea.

- Emitir informes en los expedientes que sean sometidos
a consideración de los Organos de Gobierno, sin perjuicio de
aquellos otros de carácter jurídico, económico o presupuesto
que sean preceptivos.

- Coordinar la organización de las distintas Areas y
Servicios así como las relaciones con otras Instituciones o Enti-
dades tanto públicas como privadas en el desarrollo de trabajos
conjuntos.

- Asistir, con voz pero sin voto, a las sesiones de los
Organos colegiados del Consorcio.

- Elaborar la propuesta de estructura organizativa de los
diferentes servicios del Consorcio, en razón de las necesidades
de gestión derivadas de los objetivos marcados por el Consejo
Rector y el Presidente para la consecución de los fines del
Consorcio.

- Elaborar la propuesta de la plantilla de puestos de trabajo
en razón de las necesidades de la estructura organizativa del
Consorcio.

- Elaborar la propuesta de Reglamento/s de funcionamien-
to del Consorcio.

- Elaborar las propuestas de plataformas básicas para el
establecimiento de los Convenios Colectivos con el personal
laboral contratado por el Consorcio, de acuerdo con lo que
establezca el marco general de los presupuestos Generales
del Estado para cada año.

- Elaborar la propuesta de Plan de Actuación Anual del
Consorcio.

- Elaborar el anteproyecto de Presupuesto Anual del
Consorcio.

- Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos de los distintos
Organos del Consorcio.

- Formular propuestas de Acuerdos del Consejo del Con-
sorcio y de Resoluciones del Presidente de los asuntos corres-
pondientes a la ejecución y desarrollo del Presupuesto Anual.

- Organizar y dirigir al personal de los diferentes servicios
del Consorcio.

- Custodiar los archivos y documentación del Consorcio.
- Vigilar el cumplimiento de las Disposiciones Legales

vigentes que afecten al ámbito de gestión del Consorcio.
- Todas aquellas otras atribuciones que le confieran el

resto de Organos del Consorcio.

21. Del Secretario, Interventor y Tesorero.
La Secretaría, Intervención y Tesorería del Consorcio

podrán ser desempeñadas por los funcionarios que ostenten
estos cargos en la Diputación de Córdoba o personas en quien
deleguen, previa autorización de la Corporación. En su defecto,
el Consejo Rector se reserva la facultad de designar otro per-
sonal específico para el desempeño de estas funciones.

Serán funciones del Secretario, Interventor y Tesorero las
que vienen atribuidas por la normativa vigente a dichos cargos
en la legislación local, excepto aquellas que aparecen previstas
para otros órganos en los presentes Estatutos.

El Interventor y el Tesorero ejercerán respectivamente las
funciones de segundo y tercer clavero de las arcas del
Consorcio.

El Secretario actuará como tal en todos los órganos del
Consorcio. Con el Visto Bueno de la Presidencia, podrá desig-
nar entre el personal del Consorcio Provincial de Desarrollo
Económico un Vicesecretario que lo sustituya en el ejercicio
de sus funciones en los supuestos de vacante, ausencia o
enfermedad o situación que imposibilite a éste para el ejercicio
de sus funciones.

22. Del resto del personal.
El resto del personal se cubrirá de acuerdo con las pre-

visiones contempladas en la plantilla de puestos de trabajo.
La procedencia de dicho personal será:

1. Personal funcionario perteneciente a las entidades con-
sorciadas, adscritas al Consorcio mediante alguna de las moda-
lidades previstas en la legislación vigente, y que desempeñarán
aquellos puestos que según ésta deban estar reservados a
dicho personal estatutario.

2. El resto del personal será contratado laboral o even-
tualmente y estará vinculado exclusivamente a las actividades
propias del Consorcio sin ninguna relación con los entes con-
sorciados. Su elección se efectuará respetando los criterios
de publicidad, mérito y capacidad.

CAPITULO VI

REGIMEN ECONOMICO Y FINANCIERO

23. El Patrimonio.
El Patrimonio del Consorcio estará constituido por el con-

junto de bienes, derechos y acciones que le pertenezcan.
La Diputación Provincial de Córdoba y el resto de ins-

tituciones consorciadas podrán afectar al cumplimiento de los
fines del Consorcio otros bienes y derechos. Este patrimonio
continuará siendo propiedad de la Institución que lo cede,
con la misma calificación jurídica con que conste en los res-
pectivos inventarios donde figure.

24. Hacienda.
La Hacienda del Consorcio estará constituida:

- Por la renta, productos e intereses de los bienes muebles
e inmuebles, derechos reales, créditos y demás derechos inte-
grantes de su Patrimonio.

- Por las aportaciones de los miembros del Consorcio.
- Por las subvenciones procedentes de organismos públi-

cos o privados.
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- Por los donativos, herencias y legados de personas físicas
o jurídicas.

- Por los rendimientos que pueda obtener de sus servicios.
- Por los importes de los anticipos o préstamos que

obtengan.
- Por cualquier otro recurso que pudiera serle atribuido.

La Hacienda del Consorcio responderá de las obligaciones
y deudas contraídas por el mismo. La liquidación o compen-
sación de pérdidas se efectuará con cargo y en proporción
a las aportaciones de los miembros del Consorcio.

En caso de disolución del Consorcio, el haber resultante
de la liquidación se repartirá entre los miembros del mismo
en proporción al importe del sus aportaciones totales durante
el período de permanencia en el Consorcio.

25. Contabilidad.
El Consorcio llevará el mismo sistema de contabilidad

que rige para las Corporaciones Locales, rendirá cuentas y
estará sujeto a las obligaciones contables establecidas en el
Plan de Contabilidad Pública Local, con independencia de
que el Consejo Rector pudiera establecer otras formas com-
plementarias para el estudio de rendimiento y productividad.

26. Presupuesto.
El Consorcio dispondrá anualmente de un Presupuesto

propio elaborado de acuerdo con la normativa de aplicación
para las Corporaciones Locales.

El estado de ingresos de dicho presupuesto se nutrirá
con los siguientes recursos:

a) Productos de la actividad de los diferentes servicios
del Consorcio.

b) Productos de la aplicación de Precios Públicos, con-
forme a lo establecido en el art. 48 de la Ley 39/1988, regu-
ladora de las Haciendas Locales.

c) Donativos y Auxilios.
d) Subvenciones.
e) Aportaciones de los miembros del Consorcio.

El Estado de Gastos de dicho presupuesto comprenderá
las cantidades precisas para la prestación del servicio y con-
secución de sus fines.

CAPITULO VII

ADHESION, SEPARACION Y DISOLUCION

27. Incorporación al Consorcio.
Podrán incorporarse al Consorcio las Corporaciones Loca-

les y las entidades públicas y privadas a las que se hace
referencia en el artículo 1.º de acuerdo con el siguiente
procedimiento:

1. Solicitud de la entidad interesada, mediante certifi-
cación del órgano competente.

2. El Consejo del Consorcio elaborará las condiciones de
incorporación al Consorcio y las circunstancias especiales en
cada supuesto.

3. Aprobación por el Consejo Rector Consorcio con la
mayoría cualificada correspondiente.

28. Separación del Consorcio.
1. La separación de alguna de las entidades consorciadas

podrá producirse unilateralmente mediante petición de ésta,
o como consecuencia del incumplimiento de sus obligaciones
por acuerdo del Consejo Rector.

2. La separación unilateral exige que previamente se rea-
lice la liquidación de los compromisos y obligaciones y res-
ponsabilidades a que hubiere lugar.

29. Efectos de la incorporación o separación del Con-
sorcio.

Cualesquiera que sea el momento en que se adopte el
acuerdo de incorporación al Consorcio de una nueva entidad,
no surtirá efectos hasta la aprobación del Presupuesto del
siguiente ejercicio económico del Consorcio.

En caso de separación, la misma surtirá efectos al finalizar
el ejercicio en que se hubiese adoptado el correspondiente
acuerdo.

La integración de nuevos miembros al Consorcio, además
del cumplimiento de las prescripciones legales y reglamentarias
del procedimiento para la misma, requerirá la determinación,
en su caso, de la aportación económica correspondiente. Dicha
integración no dará lugar a modificaciones en la representación
de los Organos del Consorcio, con excepción de la represen-
tación que les corresponda en la Asamblea General.

30. Extinción del Consorcio.
La extinción del Consorcio se realizará mediante acuerdo

del Consejo Rector con la mayoría exigida en estos Estatutos
y posterior resolución de cada entidad consorciada.

En el acuerdo que adopte el Consejo Rector se determinará
la forma de proceder a la liquidación de los derechos y obli-
gaciones del Consorcio de acuerdo con las reglas establecidas
para la separación unilateral, y se procederá a su reparto en
proporción a las aportaciones efectuadas por cada uno de
los miembros.

CAPITULO VIII

MODIFICACION DE LOS ESTATUTOS

31. Modificación de los Estatutos.
La adopción de acuerdos sobre modificación o alteración

de los Estatutos corresponde a la Asamblea General y el pro-
cedimiento será el mismo que el seguido para su aprobación
inicial, a no ser que la normativa vigente en el momento de
su modificación disponga otra cosa; requiriéndose para la
adopción de dicho acuerdo el quórum de la mayoría absoluta.

CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO TECNOLOGICO

ORDEN de 12 de diciembre de 2000, por la que
se garantiza el funcionamiento del servicio público que
prestan los trabajadores de la empresa pública Hospital
del Poniente en Almería mediante el establecimiento
de servicios mínimos.

Por el Comité de Empresa del Hospital del Poniente en
Almería ha sido convocada huelga que, en su caso, podrá
afectar a todos los trabajadores del mencionado Hospital desde
las 11,00 horas a las 12,00 horas de los días 18 al 22
y del 26 al 29, todos ellos del mes de diciembre de 2000.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a
los trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus
intereses, también contempla la regulación legal del estable-
cimiento de garantías precisas para asegurar el mantenimiento
de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10
del Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de
Trabajo, faculta a la Administración para, en los supuestos
de huelgas de empresas encargadas de servicios públicos o
de reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas
necesarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esenciales
de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente por
la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una


